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INTRODUCCIÓN






			El Sahara Occidental es un ilustrativo ejemplo de conflicto no resuelto que la comunidad internacional y, en particular, una serie de Estados con capacidad de influencia han dejado deteriorarse. Sea porque no han querido implicarse para no correr riesgos o para no asumir costes o porque han tenido la esperanza de que se disolvería por sí mismo preservando así el statu quo. Sin embargo, los conflictos no se congelan, si no se resuelven se complejizan, crean nuevas realidades que requieren ser incorporadas en una posible resolución. Como han señalado los enviados personales del secretario general de Naciones Unidas, este conflicto no concita un verdadero esfuerzo de la comunidad internacional porque pasa desapercibido, no toca intereses duros de las potencias globales y no supone un riesgo para la paz y la seguridad internacional. Esto ha supuesto que la situación se enquiste; desde hace varias décadas dos terceras partes del territorio del Sahara Occidental están ocupadas ilegalmente por Marruecos, donde ha implantado colonos y explota los recursos naturales, mientras cerca de 200.000 saharauis malviven en los campamentos de refugiados en el suroeste de Argelia y un casi Estado en el exilio, la República Árabe Saharaui Democrática (RASD), intenta ser reconocido. 


			Desde el punto de vista del derecho internacional es un caso de territorio colonial cuya población tiene el derecho a autodeterminarse, pero no ha podido realizarlo. Según Naciones Unidas, el Sahara Occidental es uno de los 17 territorios no autónomos cuyo estatus definitivo sigue pendiente y cuya situación se revisa anualmente en el Comité Especial de Descolonización de la organización. De hecho, es el territorio no autónomo más extenso y poblado. Este conflicto debería haberse resuelto en el tardofranquismo o en la transición. Después de la independencia de Guinea Ecuatorial en 1968, el Sahara debía haber conocido un proceso de acceso a su independencia, pero su valor geoestratégico (como flanco protector de Canarias), sus recursos y las divisiones en el seno del régimen lo retrasaron. Finalmente, en 1973 Madrid asumió la obligación de organizar una consulta, preparó un censo y estuvo dispuesto a llevarlo a cabo, hasta que irrumpieron Marruecos y Mauritania con demandas de anexión. En mayo de 1975 una misión de Naciones Unidas visitó el territorio constatando el deseo de independencia de la mayoría de la población. En octubre, la Corte Internacional de Justicia (CIJ) emitió un dictamen que reafirmaba el derecho de autodeterminación de la población del territorio. Marruecos precipitó los acontecimientos con la Marcha Verde y España prefirió ceder el territorio antes que verlo gobernado por un movimiento de liberación nacional como era el Frente Polisario. El abandono/entrega de España y la ocupación marroco-mauritana provocaron el inicio de una guerra entre el Frente y los dos Estados. Una guerra asimétrica que se prologó durante 15 años, mientras la población saharaui se vio dividida entre los que quedaron en las zonas ocupadas, los que se refugiaron en Argelia y una diáspora por los países vecinos. A principios de los noventa, las Naciones Unidas y la Organización para la Unidad Africana propiciaron el Plan de Arreglo. Según lo establecido, en septiembre de 1991 entró en vigor un cese del fuego y se puso en marcha el proceso de preparación de un referéndum de autodeterminación. El cese del fuego, supervisado por una misión de Naciones Unidas, la MINURSO, se mantuvo hasta noviembre de 2020; pero el referéndum nunca llegó a realizarse debido a las continuas trabas de Marruecos. Ante el bloqueo del plan, el secretario general de Naciones Unidas nombró sucesivos enviados personales para desencallar las negociaciones, pero en 2000 quedó claro que Marruecos se oponía radicalmente a una consulta que pudiera perder. Desde entonces se dio un giro a las negociaciones: debían orientarse a encontrar una solución política mutuamente aceptable, aunque se alejara del marco normativo de la descolonización. Esta decisión representó un éxito para Marruecos que en 2007 puso sobre la mesa la única opción que consideraba aceptable: una autonomía bajo soberanía marroquí. La propuesta recibió algunos apoyos internacionales, pero chocó con la oposición tajante de la parte saharaui. Para el Frente Polisario se trata de un caso de descolonización y solo cabe una consulta, un referéndum. Entre dilaciones, bloqueos y múltiples intentos de reactivación, han pasado más de treinta años en los que Marruecos ha consolidado su ocupación, y en los que generaciones de saharauis se han visto obligados a vivir como refugiados en Argelia, donde han puesto en pie un casi Estado en el exilio. 


			El caso del Sahara Occidental es una permanente llamada de atención a la comunidad internacional sobre la efectividad de las normas internacionales o la prevalencia de la realpolitik. Y, en particular, el Sahara es una cuestión ineludible para España, el Estado que primero colonizó el territorio, que luego abandonó a su población y que, finalmente, ha sido —y sigue siendo— unos de los principales cómplices del ocupante.









			




Capítulo 1


			
LA POSICIÓN ESPAÑOLA SOBRE EL SAHARA OCCIDENTAL Y LA CRISIS BILATERAL CON MARRUECOS






			El viernes 18 de marzo de 2022, la cuestión del Sahara Occidental volvió a ocupar el centro del debate político en España. En un breve comunicado de prensa, el Gabinete Real de Marruecos anunciaba que “España considera la iniciativa de autonomía marroquí como la base más seria, realista y creíble para resolver el conflicto sobre el Sahara marroquí”. Además, se mencionaba una carta del presidente del Gobierno español y se anunciaba el restablecimiento de relaciones normales con España después de diez meses de crisis. Sorprendido por la noticia, el ministro de Asuntos Exteriores de España convocó de inmediato una conferencia de prensa para dar la versión española: efectivamente, España y Marruecos habían acordado normalizar sus relaciones, ambas partes volverían a colaborar en cuestiones de interés común (entiéndase, cooperación policial y en materia migratoria). Marruecos se comprometía a no recurrir a acciones unilaterales que cuestionaran la soberanía española (entiéndase, a presionar sobre Ceuta y Melilla y el espacio marítimo de Canarias) y España reafirmaba su posición sobre la cuestión del Sahara Occidental.


			Marruecos, en un gesto no coordinado con España y manifiestamente oportunista, se adelantó a la hora de comunicar lo acordado e impuso la centralidad de la cuestión del Sahara. España reaccionó a la defensiva con un discurso diferente y recordando sus principales intereses y subrayando sus aparentes logros: normalizar las relaciones políticas con el vecino del sur, reactivar los intercambios comerciales, retomar la cooperación policial, garantizar la contención migratoria y rebajar la tensión en materia territorial. Y, efectivamente, España reiteraba su perspectiva en la cuestión del Sahara, pero esta “no suponía ningún cambio de posición”.


			Sin embargo, al considerar que la iniciativa de autonomía marroquí era la base más seria, realista y creíble para resolver el conflicto, el Gobierno de España escalaba otro nivel en su histórico alineamiento con Marruecos y se posicionaba de manera explícita e inequívoca. Cabe preguntarse si fue un ejercicio de pragmatismo y realpolitik, y si este alineamiento fue calculado y consistió en el peaje para lograr lo que realmente interesaba en otras materias, o si fue un exceso verbal o un error de cálculo, vistas las reacciones que desató. La declaración sobre el Sahara provocó sorpresa y un marasmo de críticas. Todas las fuerzas políticas del Parlamento, los socios de izquierda del Gobierno, los movimientos sociales, numerosos exdiplomáticos y juristas internacionales criticaron el “giro de la posición española”. Como cabía esperar, el Frente Polisario criticó y condenó la declaración. Asimismo, Argelia denunció en términos muy tajantes la posición española; se trataba de una nueva traición al pueblo saharaui. La respuesta del Gobierno fue que no había habido giro alguno y que era perfectamente compatible con el apoyo a los esfuerzos de Naciones Unidas para la resolución del conflicto. Sonaba bien, pero distaba mucho de ser cierto.


			En efecto, desde 2004, el Gobierno español de entonces apoyó a Rabat en su propuesta de autonomía en su empeño de ser el principal valedor de Marruecos en Europa y de aplacar las demandas irredentistas respecto a los enclaves españoles. Los cables de WikiLeaks documentan cómo el Ministerio de Asuntos Exteriores y la embajada española de Rabat animaron el diseño de la propuesta y ofrecieron asesoramiento, aunque el resultado (la propuesta formal de 2007) les pareció limitado y frustrante. Pero no por ello desistió de apoyar una fórmula que tuviera el menor coste posible para el régimen marroquí, evitando cualquier riesgo de desestabilización en su flanco sur.


			Desde los años noventa España ha adoptado con la cuestión del Sahara una posición que ha denominado de “neutralidad activa”. En su política de equilibrios en el Magreb y primando sus intereses (energéticos con Argelia; económicos, migratorios y territoriales con Marruecos), Madrid decidió no tomar partido y refugiarse en un apoyo a los esfuerzos de Naciones Unidas en el marco del Plan de Arreglo de 1991 y en la provisión de ayuda humanitaria a los refugiados saharauis. Es decir, no mojarse como exmetrópoli con evidentes responsabilidades en la situación creada, pero estar implicada en los intentos de resolución del conflicto. En la práctica, España siempre ha sido un valedor de Marruecos y ha consentido y amparado la ocupación; si bien no reconoce la anexión, no objeta las actividades económicas en el territorio, se beneficia del saqueo en la pesca y recurre ante los tribunales europeos cualquier resolución que pueda limitar la posición de Marruecos. Más que neutralidad activa fue neutralidad fingida.


			La declaración del Gobierno en marzo de 2022 no deja de ser gratuita, incoherente y contraproducente. En primer lugar, forma parte de un trueque ilegítimo con Marruecos. Es una manifestación de paternalismo neocolonial; de nuevo, la metrópoli señala lo que le conviene al pueblo colonizado usurpándole su calidad de sujeto. Es contradictoria con la posición oficial de España recogida en la Estrategia de Acción Exterior vigente. Además, conlleva responsabilidades jurídicas; como señala una declaración de juristas internacionales: “constituye la denegación expresa del ejercicio del derecho a la libre determinación del pueblo saharaui, y, en consecuencia, una grave violación del derecho internacional. Igualmente, esta decisión supone el reconocimiento implícito de la soberanía marroquí sobre la parte del Sahara Occidental que ocupa ilegalmente […] conlleva la responsabilidad internacional de nuestro Estado, en la medida en que contribuye a consolidar la violación grave de una norma imperativa de derecho internacional”1. Y, finalmente, coloca a España en una posición que la invalida como facilitador fiable en un proceso de resolución del conflicto.


			La solución al conflicto del Sahara Occidental solo puede pasar por el respeto al derecho internacional. Cualquier alternativa que pretenda imponerse prescindiendo del ejercicio del derecho a la libre determinación por el pueblo saharaui es contraria a la legalidad internacional. España debe cumplir sus obligaciones como potencia administradora del territorio del Sahara Occidental y velar por la culminación del proceso de descolonización. ¿Contribuye la actual posición del Gobierno de España a ello? Obviamente, no.


			
El Sahara Occidental como trasfondo 
de la crisis hispanomarroquí


			La crisis bilateral entre Marruecos y España (diciembre de 2020- ­­­­mar­­zo 2022) tuvo claramente como trasfondo la cuestión del Sahara Occidental y por ello la normalización de relaciones en marzo de 2022 no puede entenderse sin la clave saharaui.


			En octubre de 2020, un grupo de civiles saharauis cortó durante varias semanas la carretera que une los territorios ocupados y Mauritania, a la altura del puesto militar marroquí de Guerguerat, en la zona desmilitarizada al sur del muro. Esta acción sería el detonante de la posterior respuesta marroquí, disolviendo el bloqueo y ocupando la carretera, violando los acuerdos militares, a lo que respondería el Frente Polisario dando por rota la tregua y reanudando las hostilidades. La primera reacción de Madrid ante el corte de la carretera en Guerguerat fue llamar a un restablecimiento del tránsito de mercancías, sin hacer referencia alguna a la ilegalidad de la brecha y al cúmulo de actividades previas de Marruecos. En esta actitud primó una razón: muchos de los camiones retenidos eran de empresas pesqueras españolas que faenan en aguas del Sahara, desembarcan sus capturas en Nuadibú y transportan el pescado hacia Marruecos y Europa. El negocio manda. 


			En este contexto Rabat aprovechó para que España se alineara con sus posiciones y para ello utilizó palancas de presión y de chantaje. Simultáneamente con el inicio de la crisis, en octubre de 2020, se produjo un inesperado flujo de migrantes (subsaharianos, saharauis y marroquíes) desde las costas del Sahara a Canarias. En dos meses desembarcaron cerca de 20.000 personas, lo que conmocionó a las islas; el flujo no cesaría a lo largo de los primeros meses de 2021. Según los datos del Ministerio del Interior español, en 2020 —y concentrados en los meses de octubre y noviembre— llegaron a Canarias 23.023 migrantes, siete veces más que en 2019, y entre los meses de enero y mayo de 2021, 4411 migrantes, más del doble que en 20202. La respuesta del Gobierno español fue contener a los migrantes en las islas, evitar que se desplazaran a la península y hacer que Marruecos aceptara las repatriaciones según el acuerdo migratorio de 1992. Marruecos lo haría a cuentagotas, pero condicionando a que las devoluciones se hicieran al Sahara, aunque el tratado especifique que el retorno es a Marruecos. Con esta finta Rabat hizo que, de facto, aunque no de iure, España aceptara la marroquinidad del Sahara. En mayo de 2021, los activistas saharauis alertaron de que los candidatos a migrar estaban siendo transportados por las autoridades marroquíes hacia el norte. El mensaje pasó claramente, Marruecos podía desestabilizar a su vecino del norte jugando con la espita migratoria y usando a sus ciudadanos como arma arrojadiza y como carne de cañón. 


			Tras la declaración presidencial estadounidense sobre la soberanía marroquí del Sahara, a principios de diciembre de 2020, Rabat empezó a hacer presión sobre sus socios europeos para que siguieran el ejemplo de Washington. En enero de 2021, en el marco de una conferencia de apoyo a la propuesta de autonomía, el ministro marroquí de Asuntos Exteriores, Naser Bourita, declaró que “Europa debe salir de su zona de confort y seguir la dinámica de Estados Unidos” que reconoce “la soberanía de Marruecos sobre su Sahara y respalda la autonomía […] la posición estadounidense debe de interpelar a Europa […] una parte de Europa debe de ser atrevida, porque tiene una cercanía con ese conflicto”, en una clara alusión a España. La respuesta de los europeos fue que no modificarían su posición. La tensión bilateral subió con Alemania, miembro del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en ese momento. En el caso de España, para hacer presión, Rabat suspendió la reunión de alto nivel prevista para ese mes de diciembre y se inició una espiral de tensión. Sin embargo, la respuesta del Gobierno español fue que “la posición oficial de España no había cambiado”.


			Marruecos tenía prisa. El cambio presidencial en Estados Unidos podía revertir el espaldarazo de Trump o suponer un enfriamiento de su postura respecto al Sahara. El Tribunal General de la Unión Europea debía emitir una sentencia sobre la legalidad de la aplicación de los acuerdos comerciales a los territorios ocupados que podría crear un periodo de disputa con Bruselas. El retorno de las hostilidades en el Sahara podría tener consecuencias inesperadas. Y, de manera más general, Rabat necesitaba urgentemente un reconocimiento internacional definitivo de la anexión del Sahara, región en la que ha venido invirtiendo enormes cantidades de recursos para hacer irreversible la ocupación y ganarse la lealtad de la población.


			Con el paso de las semanas, la presión marroquí sobre España se redobló. En este caso se utilizaría como pretexto un hecho con alta repercusión mediática, que sería fácilmente manipulado con intención de intoxicación informativa y que sería retomado y magnificado por la prensa conservadora española para su propia crítica al Gobierno. En abril, el Gobierno español decidió acoger en un hospital al dirigente saharaui Brahim Ghali, para ser atendido por su afección por COVID-19. Marruecos lo consideró un acto hostil por parte de España; la embajadora hizo declaraciones elevadas de tono y fue llamada a consultas. El ministro de Estado marroquí para los Derechos Humanos llegó a decir que “España pagaría un alto precio por acoger a Ghali”.


			Unos pocos días más tarde, el 17 y el 18 de mayo de 2021, tuvo lugar el más grave incidente fronterizo entre los dos países. A lo largo de 36 horas, más de 8000 personas, entre las cuales 1500 eran menores, cruzaron la frontera con Ceuta, muchos de ellos a nado por los espigones de las playas de Benzú y El Tarajal. Cabe preguntarse cómo se articuló este hecho; algunos elementos se conocen, la Policía marroquí había hecho saber que ese día relajaría el control, también hubo llamamientos anónimos por las redes sociales anunciando la oportunidad que se iba a dar. A los migrantes que merodeaban la frontera para cruzar en algún momento se sumaron muchos otros, incluidos adolescentes que improvisaron su escapada. Las fuerzas de seguridad españolas que vigilan la frontera se vieron desbordadas y encargaron a los militares contener la llegada y llevar a cabo devoluciones en caliente. Si bien una parte de los migrantes fueron detenidos por las calles de la ciudad y devueltos en los días posteriores (unos 5.600 en los tres días posteriores), otros desaparecieron y lograron cruzar a la península, un número importante de menores se quedó en Ceuta.


			El Gobierno español consideró ese incidente, el de mayor envergadura en la frontera de Ceuta, como un acto hostil que violaba la soberanía territorial de España y un chantaje por parte de Marruecos3. Lo secundó la Unión Europea (UE) en los mismos términos. Los días posteriores el Parlamento Europeo hizo una declaración muy crítica sobre la acción de Marruecos llamando a la adopción de medidas respecto a los menores migrantes. Marruecos no consiguió que España cambiara de posición sobre el Sahara y arrastrase a otros Estados miembros de la UE; muy al contrario, solamente exacerbó los ánimos. Sin duda cometió un error de cálculo y fue demasiado lejos en su medida de presión, ganándose una crítica unánime de sus vecinos y socios europeos.


			La instrumentalización de los migrantes no se limitó a permitir el desembarco furtivo en Canarias o a alentar el salto de la verja en Ceuta, unos meses más tarde Rabat decidió la suspensión de la Operación Paso del Estrecho (OPE) en el verano de 2021 alegando razones sanitarias, aunque permitiendo rutas alternativas a través de Portugal, Francia e Italia. La OPE es un dispositivo bilateral para garantizar el paso de los migrantes marroquíes por España durante el verano cuando retornan a Marruecos a pasar sus vacaciones. Para España, la operación supone un reforzamiento de los servicios de tráfico y de asistencia en carretera, servicios en el tránsito, barcos que cruzan el Estrecho, etc. En 2019 la OPE contabilizó el desplazamiento 3.340.000 personas y 760.000 vehículos. La suspensión en 2021 supuso arruinar las vacaciones de millones de migrantes marroquíes.


			El Sahara estuvo, por lo tanto, en el trasfondo de la principal crisis bilateral hispanomarroquí desde el incidente del islote de Perejil en julio de 2002. Se vivió una situación inaudita entre dos países vecinos y tan interdependientes. En agosto, en un intento de apaciguamiento por parte de Marruecos, el rey Mohamed VI declaró en un discurso la voluntad de intensificar la colaboración entre los dos países, pero el enconamiento de las relaciones entre Marruecos y Argelia, con sus repercusiones en materia gasística, arrastraron de nuevo a España al terreno de la disputa intra­­magrebí.









			




Capítulo 2


			
COLONIALISMO, DESCOLONIZACIÓN 
FALLIDA, OCUPACIÓN Y GUERRA






			Para poder comprender la centralidad que tiene la cuestión del Sahara Occidental en la política exterior de España con su vecindario sur, es necesario contextualizarla históricamente. El Sahara no solo es una excolonia española, la última que tuvo España hasta 1976, es un territorio vecino (un Sahara independiente tendría fronteras marítimas con España). Durante el franquismo se cometió una irresponsabilidad con la población saharaui que acarreó una catástrofe cuyas consecuencias políticas y humanitarias se arrastran hasta el día de hoy. Y, como epílogo, los sucesivos Gobiernos españoles del periodo democrático no han estado a la altura y han contribuido a mantener, si no a agravar, la situación.


			España tiene una memoria selectiva de su historia colonialista. No es cierto que las últimas colonias (Filipinas, Cuba y Puerto Rico) “se perdieran” en 1898, concluyendo su etapa de potencia colonial y sumiéndola en un periodo de frustración y repliegue en la escena internacional. Desde mediados del siglo XIX sus intereses territoriales se tornaron hacia África del Norte, lo que se tradujo en diversas guerras en el norte de Marruecos, en el protectorado sobre Marruecos y el establecimiento del enclave de Ifni. Es en este marco que se inicia la colonización del oeste sahariano, una región desértica que no había concitado interés alguno en siglos precedentes.


			La principal razón de la colonización del Sahara fue geoestratégica: evitar que se instalara otra potencia colonial europea frente a las islas Canarias poniendo en cuestión la soberanía española sobre ese archipiélago. Si bien esas costas habían sido frecuentadas por pescadores canarios, que establecieron pequeños puestos de avituallamiento y solían ser hostigados por la población beduina local, el territorio era desconocido. A partir de 1884 se organizan varias expediciones y se establecen algunos acuerdos con ciertas tribus. Esto permite que España reivindique derechos coloniales sobre este territorio; así, reclama una porción del oeste sahariano, entre cabo Bojador y cabo Blanco, en la Conferencia de Berlín (1884-1885), en la que las potencias coloniales europeas se repartieron el continente africano. Este reconocimiento dará pie a la instalación de algunos puestos militares y que en las décadas posteriores se delimite el territorio de la colonia española, en negociaciones con Francia.


			El colonialismo español en el Sahara fue muy tardío y su motivación original fue de carácter geoestratégico preventivo y no de explotación ni de asentamiento. A esto se suman otras dos características. Durante varias décadas España apenas invirtió esfuerzos en este territorio, ni instaló población; a lo sumo, se utilizó, al igual que algunas islas Canarias, como penales, donde se desterraron represaliados políticos. La verdadera colonización se operará durante el franquismo por razones de prestigio político internacional, dado que una parte de las autoridades franquistas seguían viendo sus posesiones coloniales constitutivas de poder en la escena internacional, y por razones económicas cuando se descubrieron yacimientos de fosfatos en 1949. La segunda singularidad fue su carácter de colonización superficial, con pocos recursos, con muy poca implantación de población y con una relación sui generis con la población autóctona, nómada y poco numerosa. 


			Estas singularidades del tardocolonialismo español no deben obviar lo que supuso para los saharauis. Si bien hay un relato que idealiza la presencia española y la presenta como un colonialismo benigno y compasivo, la realidad fue otra: discriminación, segregación, sometimiento, cooptación de los líderes tribales y aculturación. Como todos los procesos de dominación colonial, en el Sahara también tuvieron lugar respuestas de resistencia por parte de la población local. Y, como se verá posteriormente, esta realidad de dominación y de racismo estaría en la base de las demandas de independencia en los años sesenta y setenta.


			En 1955 España ingresó finalmente en Naciones Unidas, pero esto le planteaba un dilema, al suscribir la carta debía asumir obligaciones de descolonización. Como Francia y Portugal, España intentó esquivarlo declarando provincias sus posesiones africanas en 1958, lo que conllevaba dar la ciudadanía española a los autóctonos. Naciones Unidas nunca lo aceptó. Las independencias de los países vecinos (Marruecos en 1956, Mauritania en 1960 y Argelia en 1962) tuvieron, además, un impacto directo en este último reducto colonial del Magreb. En los años posteriores, con la adopción de la resolución 1514 (14 de diciembre de 1960) de la Asamblea General, Naciones Unidas reforzó su papel de promoción de la descolonización; se empezaron a suceder resoluciones que llamaban a la descolonización, el Sahara fue incluido en la lista de territorios no autónomos y sometido a escrutinio del Comité de Descolonización.


			Sin embargo, el régimen franquista, dividido internamente sobre la gestión de sus posesiones coloniales, tardó mucho en asumir sus obligaciones. Los recursos mineros y la provincialización se convirtieron en los precursores de un fuerte impulso colonizador, creando infraestructura y sedentarizando a una parte de la población. Con reticencias, España terminó asumiendo que tendría que abordar la cuestión siguiendo los parámetros de los procesos de descolonización y consultar a la población sobre sus deseos. No obstante, España quería conservar el territorio donde había invertido recursos y en el que había depositado esperanzas de explotación económica. En 1974 se concluyó la elaboración de un censo de la población del Sahara para realizar una consulta y se comunicó a Naciones Unidas la disposición a realizar la consulta en los siguientes meses4. Al mismo tiempo, de manera tardía y bastante torpe, los servicios secretos habían creado un partido títere saharaui proespañol, llamado Partido de Unidad Nacional Saharaui (PUNS), para que promoviera la opción de la continuidad en España.


			Sin embargo, el plan español se vio frustrado por la irrupción de las demandas de dos países vecinos, Marruecos y Mauritania, que cuestionaban una posible independencia del Sahara español y reclamaban la devolución de esos territorios que históricamente les habían pertenecido. En diciembre de 1974 la Asamblea General de Naciones Unidas paralizó el proceso y acordó dos medidas trascendentes: el envío de una misión del Comité de Descolonización que visitara el territorio y constatara la situación y las demandas de la población, y la petición de una opinión jurídica a la Corte Internacional de Justicia para que dilucidara si las reivindicaciones de Marruecos y Mauritania tenían consistencia. 


			En mayo de 1974 la misión visitadora se encontró con una respuesta masiva de la población saharaui demandando la salida de España y la independencia; en todos los lugares que visitaron se encontraron con manifestaciones que proferían consignas y enarbolaban improvisadas banderas. En su informe señalaba, además, que el PUNS apenas tenía base, que los partidarios promarroquíes y promauritanos eran escasos y que la principal fuerza política era el Frente Polisario, el movimiento de liberación nacional creado en 1973. La sorpresa de las autoridades españolas fue mayúscula y precipitó la decisión de abandonar el territorio. 


			El 16 de octubre de 1975, la CIJ emitió su dictamen y señalaba que el territorio del Sahara no era terra nullius cuando llegaron los españoles y que, por lo tanto, la población autóctona era el sujeto a tener en cuenta, y que las reclamaciones históricas de Marruecos y Mauritania (la existencia de vínculos de vasallaje o sumisión entre ciertas tribus y los sultanes vecinos) no eran base para reclamar la soberanía sobre el territorio y no podían sustituir el derecho a la autodeterminación de la población autóctona del territorio5.
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